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Departamento de Conducta de Mercado y Reclamaciones 
Memoria de Reclamaciones 2017 

Avales por entregas a cuenta del precio de adquisición de viviendas 

 

 

La exigencia de avalar las cantidades anticipadas en la construcción y venta de viviendas 

fue específicamente creada por la Ley 57/1968, de 27 de julio, sobre percibo de cantidades 

anticipadas en la construcción y venta de viviendas, la cual ha resultado derogada con 

efectos de 1 de enero de 2016, a raíz de la entrada en vigor de la Ley 20/2015, de 14 de 

julio, de ordenación, supervisión y solvencia de entidades aseguradoras y reaseguradoras. 

No obstante, un régimen análogo, contenido en la mencionada Ley de 1968, sigue siendo 

de aplicación por razón de su incorporación, con ciertas variaciones, a la disposición 

adicional primera de la vigente Ley 38/1999, de 5 de noviembre, de ordenación de la 

edificación. 

 

En virtud de la indicada normativa, los promotores y los vendedores que perciban 

cantidades a cuenta del precio de viviendas debían garantizar las cantidades entregadas 

más un cierto interés anual1, mediante contrato de seguro otorgado con entidad 

aseguradora inscrita y autorizada en el Registro de la Subdirección General de Seguros o 

por aval solidario prestado por entidad inscrita en el Registro de Bancos y Banqueros, o 

caja de ahorros, para el caso de que la construcción no se iniciara o no llegara a buen fin 

por cualquier causa en el plazo convenido. La duración del aval, con arreglo al artículo 4 de 

la citada Ley 57/1968, se extendería hasta la expedición de la cédula de habitabilidad o 

licencia de primera ocupación y la entrega de la vivienda al comprador. 

 

En lo que concierne a las entidades de crédito, la ley les obligaba a que, para la apertura 

de esa cuenta especial en la que se percibirían las cantidades anticipadas por los 

adquirentes (con separación de cualquier otra clase de fondos pertenecientes al promotor; 

este únicamente podrá disponer de dichas cantidades para las atenciones derivadas de la 

construcción de las viviendas), exigieran la garantía correspondiente (seguro de caución o 

aval solidario), bajo su propia responsabilidad. 

 

Asimismo, ha de recordarse que, de acuerdo con la normativa de procedimiento de este 

DCMR, nuestro análisis se ha circunscrito a valorar las actuaciones de las entidades 

relacionadas con cantidades a cuenta que hubieran sido satisfechas en el período 

transcurrido en los seis años inmediatamente precedentes a la formulación de la 

reclamación, o con avales cuya vigencia no se hubiera extinguido con anterioridad a este 

período. 

  

                                                   
1 El tipo de interés fue modificado por la disposición adicional primera de la Ley 38/1999, que sustituyó el tipo fijo del 6 % por «los 

intereses legales del dinero, vigentes hasta el momento en que se haga efectiva la devolución». 
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De la regulación contenida en la vigente Ley 20/2015, cabe destacar lo siguiente: 

 

 La obligación de garantizar surge con la obtención de la licencia de edificación. 

 

 Se ha de garantizar la devolución, cuando proceda, de las cantidades anticipadas, 

incluidos impuestos aplicables, incrementada en el interés legal del dinero desde la 

entrega del anticipo hasta la fecha prevista de entrega de la vivienda. 

 

 Si la construcción no se inicia o no llega a buen fin en el plazo, se debe requerir de 

modo fehaciente al promotor para la devolución de todas las cantidades, y, si este 

no procede a su devolución en el plazo de 30 días, se podrá reclamar al avalista la 

devolución. 

 

 Si la reclamación previa al promotor no es posible, se puede reclamar directamente 

al avalista. 

 

 Si transcurren dos años desde el incumplimiento del promotor de la obligación 

garantizada sin que se haya requerido por el adquirente la rescisión del contrato y 

devolución de las cantidades, se producirá la caducidad del aval. 

 

 No se establece el carácter ejecutivo del aval o el contrato de seguro, que se 

determinaba anteriormente en el artículo 3 de la Ley 57/1968. 

 

 En cuanto a la cancelación de la garantía, se producirá, además de con la 

expedición de la cédula de habitabilidad, la licencia de primera ocupación o el 

documento equivalente y la acreditación de la entrega de la vivienda al adquiriente, 

cuando, cumplidas esas condiciones, el adquirente rehúse recibir la vivienda. 

 

Se determina además que el incumplimiento de las obligaciones impuestas constituye una 

infracción en materia de consumo, aplicándose la normativa al respecto tanto general como 

autonómica. 

 

Las reclamaciones relacionadas con esta materia que han sido tramitadas por el DCMR 

durante el ejercicio 2017 se refieren y explican en el apartado d, «Cuenta especial de 

cantidades anticipadas para compra de vivienda en construcción», del epígrafe 3.2.3, 

«Depósitos a la vista». 


